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PEREIRA RISARALDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISION LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, siete de diciembre de dos mil nueve.

Acta número 0130 de Dic. 7/09.
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Se dispone la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la SECRETARÍA MUNICIPAL DE SALUD DE LA VIRGINIA, contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, el 22 de octubre del año que corre, mediante la cual concedió el amparo constitucional solicitado por el señor NELSON VERGARA BLANDÓN contra el ente aludido y la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD DE RISARALDA.
En sesión previa fue presentado y aprobado el proyecto por los restantes miembros de la Sala y corresponde a la siguiente 

I. SENTENCIA
a. Hechos jurídicamente relevantes.
Relata el accionante que es beneficiario del régimen subsidiado del SISBEN; que se le diagnosticó infarto antiguo del miocardio, disponiéndose el suministro de varios medicamentos, pero al presentar la orden le informaron que no está cubierto por el POS-S, siendo algunos de bajo costo, pero otros valen más de $100.000, resultando imposible su adquisición, pues cuenta con escasos recursos económicos y si adquiere los medicamentos, vería seriamente afectados otros aspectos de su vida.
Por lo tanto, solicita que se tutelen sus derechos fundamentales a la salud, la vida y la dignidad humana y se ordene a la Secretaría Departamental de Salud que suministre los medicamentos requeridos, así como los tratamientos, medicamentos, exámenes y demás asuntos que ordene su tratante.

b. Actuación procesal y contestación de las accionadas.
Mediante auto del 8 de octubre de 2009, se avocó el conocimiento de la acción constitucional por parte del Despacho a-quo, disponiéndose el traslado del caso a la entidad accionada, la cual allegó escrito, en forma oportuna, solicitando que no se tutelen los derechos fundamentales del actor, por cuanto esa entidad no cuenta con los contratos suscritos para la entrega de medicamentos.
Mediante auto del 21 de octubre de 2009, se ordenó la vinculación a la acción de tutela de la Secretaría Municipal de Salud de La Virginia, Risaralda, la cual guardó silencio.
c. Sentencia de primera instancia.
Al no encontrarse pendiente ningún trámite el Juez a-quo profirió la decisión respectiva, en la que encontró que la Secretaría Municipal de Salud de La Virginia, Risaralda es el ente encargado de disponer lo necesario para que el actor sea vinculado a una EPS-S, conforme lo establece la Ley 715 de 2001, además, dispone que el mismo ente gubernamental sea el encargado de autorizar los servicios de salud requeridos. Concluye negando la tutela frente a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda.

d. Impugnación.
La Secretaría de Salud de La Virginia impugnó la decisión de primer grado, manifestando que el actor no reside en La Virginia, pues habita en el corregimiento de Caimalito, jurisdicción de Pereira, por tanto es al municipio de Pereira a donde deberá dirigirse el actor para que se le asigne una EPSS o ARS y se le presten los servicios de salud respectivos. Por tanto solicitan que se exonere de tal obligación al municipio de La Virginia.
Las diligencias se remitieron a este Tribunal, donde se desatará el recurso presentado, con apoyo en las siguientes,

II. CONSIDERACIONES
a. Competencia.
Inicialmente debe decirse que la Sala es competente para resolver la impugnación presentada por el ente de seguridad social en salud, en virtud de los factores funcional y territorial.

b. Problema Jurídico.
El dislate que corresponde resolver a la Colegiatura, se centra en establecer qué entidad territorial es la encargada de prestar los servicios de salud al grupo de vínculados al sistema y qué obligaciones existen para estos entes.
c. Solución al debate jurídico.

El sistema de seguridad social en salud en Colombia reúne a tres grupos de personas: (i) los integrantes del régimen contributivo, (ii) los integrantes del régimen subsidiado y (iii) las personas vinculadas. 
Respecto a este último grupo, debe decirse que se trata de las personas que tienen incapacidad de pago y que aún no tiene asignada una EPSS, pero que tienen el derecho a ser atendidas por las instituciones públicas y las privadas que tengan contrato con el Estado, hasta tanto se les asigne una entidad prestadora de salud.
Las entidades territoriales son las llamadas a prestar los servicios de salud respectivos, dentro de sus ámbitos de competencia, partiendo de la complejidad del servicio requerido, tal como lo ha establecido la Ley 715 de 2001. La Corte Constitucional, respecto a la responsabilidad en la prestación de servicios de salud frente a las personas vinculadas, ha sostenido:

“En concordancia con lo anterior, el artículo 43 de la Ley 715 de 2001, al fijar el régimen de competencias en materia de salud para las entidades territoriales asignó a los departamentos, entre otras las siguientes funciones: dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción; gestionar la prestación de los servicios de salud de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas (43.2.1); financiar con los recursos propios, si lo consideran pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda (43.2.2.); organizar, dirigir, coordinar y administrar la red de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud públicas en el departamento (43.2.4). 
 
Por su parte, el artículo 44 de la Ley 715 atribuye a los municipios la tarea de dirigir y coordinar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el ámbito de su jurisdicción, para lo cual cumplirán, entre otras, las siguientes funciones: financiar y cofinanciar la afiliación al Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable (44.2.1.); identificar a la población pobre y vulnerable en su jurisdicción y seleccionar a los beneficiarios del Régimen Subsidiado (44.2.2.); celebrar contratos para el aseguramiento en el Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable (44.2.3).
 
El artículo 49 de la citada ley consagra que los recursos destinados a la prestación del servicio de salud que son asignados al departamento (59%) deben ser utilizados para garantizar la atención de los servicios diferentes a los de primer nivel de complejidad y el (41%) restante es destinado a financiar la atención en el primer nivel de complejidad de cada uno de los municipios y corregimientos de los respectivos departamentos. Y su parágrafo 4° dispone que  “si por condiciones de acceso geográfico o funcional la población pobre por atender urbana y rural de los departamentos, distritos y municipios que hayan asumido la prestación del servicio de salud en forma directa, es remitida o demanda servicios de salud de otros departamentos o distritos; la entidad territorial responsable de la población remitida, deberá reconocer los costos de la prestación de servicios de salud a la red donde se presten tales servicios.” 
 
Con base a lo anterior, corresponde a los departamentos garantizar la atención en salud de los servicios de segundo y tercer nivel de complejidad, y a los municipios asegurar la atención de primer nivel de la población vinculada al Sistema General de Seguridad Social en Salud. De igual forma, la entidad territorial responsable de la atención médica según el nivel de complejidad debe asumir, cuando a ello hubiere lugar, los costos del traslado por razones de acceso geográfico o funcional”.
 
Pero además de estas obligaciones, del servicio de salud como tal, para los municipios existe otra obligación, ya de índole administrativo, como lo es la establecida en el canon 44 de la Ley 715 de 2001, con el siguiente tenor:
COMPETENCIAS DE LOS MUNICIPIOS. Corresponde a los municipios dirigir y coordinar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el ámbito de su jurisdicción, para lo cual cumplirán las siguientes funciones, sin perjuicio de las asignadas en otras disposiciones:
(…)

44.2. De aseguramiento de la población al Sistema General de Seguridad Social en Salud
44.2.1. Financiar y cofinanciar la afiliación al Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable y ejecutar eficientemente los recursos destinados a tal fin.

44.2.2. Identificar a la población pobre y vulnerable en su jurisdicción y seleccionar a los beneficiarios del Régimen Subsidiado, atendiendo las disposiciones que regulan la materia.

44.2.3. Celebrar contratos para el aseguramiento en el Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable y realizar el seguimiento y control directamente o por medio de interventorías.

44.2.4. Promover en su jurisdicción la afiliación al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud de las personas con capacidad de pago y evitar la evasión y elusión de aportes”. –subrayas para destacar-.
Se observa que la Ley le asignó a los municipios el deber de seleccionar a los beneficiarios del régimen subsidiado y contratar con las EPSS para que le presten los servicios de salud a las personas que vivan dentro de su jurisdicción, función que resulta de suma importancia, pues pasarían de ser personas vinculadas al sistema, a convertirse en afiliados del mismo, con una entidad encargada de autorizar y prestar todos los servicios de salud requeridos. Vale aclarar que esa responsabilidad recae en el municipio donde vive la persona vinculada.
En síntesis, debe decirse que las personas vinculadas al sistema de salud, tienen derecho a que las entidades territoriales (municipios, distritos y departamentos) le presten los servicios de salud requeridos y además, los municipios y distritos, tienen una especial obligación, como lo es alcanzar la afiliación a las EPSS.

Allegando esas disertaciones al caso concreto, lo primero que debe determinarse es el municipio donde reside el accionante, pues según el escrito impugnaticio del fallo de primer grado, el demandante en tutela tiene su asiento en el corregimiento de Caimalito, jurisdicción del municipio de Pereira. De ser cierta esta afirmación, el ente territorial que debería procurar la afiliación del accionante sería el municipio de Pereira. Sin embargo, tal afirmación carece de prueba pues, los documentos que se allegaron con la petición de tutela, demuestran que el actor vive en el barrio La Playa de La Virginia. Así se desprende por ejemplo, de la copia del carné –fl. 1- que acredita al actor como clasificado para potenciales beneficiarios de programas sociales, según la entrevista del Sisben, siendo clasificado en el nivel 1, información que coincide con la copia de la historia clínica allegada al infolio –fl. 3-, siendo –finalmente- la misma dirección que aportó el accionante para la notificación de las decisiones de tutela –fl. 11-.

Dichos documentos, son suficientemente demostrativos, de que el actor en realidad reside en el municipio de La Virginia, por lo que será dicho ente territorial el llamado a atender al actor en el nivel que le corresponda, según la ley y, además, procurar su pronta afiliación a una EPSS.

Ahora, dicha situación, en manera alguna implica, como lo dedujo el Juez a-quo, que la Secretaría Departamental de Salud quede exonerada de un todo y por todo de cualquier obligación frente al accionante, pues la Ley, en forma clara, le asigna el deber de prestar servicios de salud a las personas vinculadas, en los niveles que la legislación contempla. Por ello, estima pertinente esta Sala, variar la decisión de primer grado, en el sentido de desvincular de un todo a la Secretaría Departamental de Salud, pues conforme al canon 43 de la Ley 715 de 2001 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, tiene la obligación de prestar los servicios de salud respectivos.

Así las cosas, debe decirse que la decisión de primer grado es acertada, en el sentido de ordenarle al municipio de La Virginia realizar los trámites pertinentes para afiliar al señor Vergara Blandón a una EPSS y se le suministren los medicamentos respectivos, mas no lo es en la orden de desvincular a la Secretaría Departamental de Salud de las obligaciones que le competen, lo cual se variará.
III. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución Política de Colombia,    
FALLA
CONFIRMAR la sentencia impugnada, salvo el ordinal tercero, el cual se revoca y en su lugar se ordena a la Secretaría de Salud Departamental que preste al accionante los servicios de salud que sean de su cargo según la Ley, hasta tanto se le asigne una EPSS.

Notifíquese a las partes en la forma establecida en el Dto. 2591 de 1991.

Remítanse las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados;

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON  


 HERNÁN MEJÍA URIBE

                EN VACACIONES
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria

TEMAS: Obligaciones de los entes territoriales frente a las personas vinculadas al sistema de salud. Los municipios, distritos y departamentos, tienen frente a las personas vinculadas al sistema de salud, la obligación de prestar los servicios de salud en el nivel que les corresponda, según lo establezca la legislación vigente. Además de dicha obligación, el ente municipal donde viva la persona vinculada, deberá adelantar los trámites administrativos que sean pertinentes para afiliarlo al régimen subsidiado, mediante una de las EPSS.   











� Sentencia T-223 de 2005.
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